  Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala D, 28/11/2003 

C., A. N. y otro c. A., L. F. 

Dictamen del Defensor de Menores de Cámara:

Considerando: Vienen los autos a fin de que me expida con relación al recurso de apelación deducido en subsidio a fs. 254/255 por el Tutor Público Oficial contra la resolución de fecha 4 de febrero de 2003 (fs. 245).

Mi intervención en las presentes actuaciones se encuentra limitada a la defensa del interés de la menor M. B. A., nacida el 9 de noviembre de 1984, cuya representación promiscua me compete en los términos del art. 59 y 494 del Cód. Civil.

Cabe señalar que este Ministerio de Menores ha tomado intervención a fs. 230, con fecha 27 de diciembre de 2001, oportunidad en que se manifestara en favor de la venta privada del bien inmueble objeto de la presente ejecución hipotecaria, a cuyo efecto la madre de la menor citada se comprometiera a presentar dos tasaciones detalladas del inmueble en el plazo allí mencionado.

A fs. 243, con fecha 19 de diciembre de 2002, se expide la defensora de menores peticionando la designación del Tutor Público Oficial como tutor especial de la menor en razón del incumplimiento del compromiso asumido a fs. 230, de conformidad con lo previsto en la res. 1584/2000 de la Defensoría General de la Nación.

A fs. 256 vta., con fecha 8 de marzo del año en curso, el decisorio que nos ocupa se encuentra notificado y consentido por la Defensora de Menores, requiriendo por entonces que se desestime el recurso de reposición deducido a fs. 254/255; criterio que es mantenido a fs. 257 vta., con fecha 1° de abril del año en curso por la defensora doctora M. I. C..

La resolución en crisis hace lugar a lo peticionado por este Ministerio Público y designa al Tutor Público Oficial doctor C. A. L. como tutor especial -o "ad litem" según comúnmente se le llama- para que represente a la menor citada en el presente proceso ejecutivo.

Debemos recordar entonces que la ley orgánica del Ministerio Público de la Nación 24.946 prevé en su composición y como integrantes del Ministerio Público de la Defensa en calidad de funcionarios a los Tutores y Curadores Públicos, cuya actuación regula (conf. art. 4° "in fine").

En tal forma los jueces federales y nacionales de la Capital Federal designarán en los procesos judiciales tutores públicos de aquellos menores que sean huérfanos o se encontraren abandonados (conf. art. 58).

Asimismo establece que los tutores públicos tendrán las funciones previstas en los Títulos VII a XIV de la Sección II del Libro I del Código Civil, sin perjuicio de las demás propias de la naturaleza de su cargo y las que les encomiende el Defensor General de la Nación (art. 59).

Por otra parte cabe tener presente lo resuelto por el Defensor General de la Nación por res. D.G.N. 1584/2000 con fecha 10 de noviembre de 2000, por la cual se le asignara la función de Tutor Público prevista en los arts. 58 y 59 de la ley orgánica del Ministerio Público de la Nación al Secretario de Cámara de las Curadurías Oficiales, doctor Carlos Alberto Lozano.

La referida resolución establece que corresponde al Ministerio Público de la Defensa la representación necesaria de menores huérfanos o abandonados, o en conflicto con sus propios representantes, cuando no existan bienes que permitan proveer a una tutela dativa a cargo económicamente del propio menor o del condenado en costas.

En autos el Tutor Público requiere que se deje sin efecto la designación de tutor "ad litem".

Sostiene dicho funcionario del Ministerio Público que no se da en la especie ninguno de los supuestos que en función de la normativa citada justifique su intervención.

En tal forma considera el Tutor Público que no existe oposición de los intereses de la menor con los de la madre, ni ésta ha perdido la administración de los bienes de su hija.

Tampoco se daría en el caso el supuesto de que se trata de bienes adquiridos que se encuentren fuera de la administración materna y desde ya, tampoco existe en autos oposición alguna con los intereses del tutor general o especial o de otro pupilo o incapaz.

Los bienes no se encuentran excluidos por otra parte de la administración del tutor y no se trata en la especie de bienes radicados fuera de la jurisdicción de la tutela, o de negocios que exijan conocimientos especiales o una administración distinta.

Ahora bien, en mi opinión el requerimiento efectuado por este Ministerio de Menores en el sentido de la necesidad de designar en la especie un tutor especial para la adecuada defensa del interés de la menor resulta acertado, dada la manifiesta indefensión en que se encuentra.

Asimismo considero que tal designación debe recaer en el Tutor Público en tanto existan razones fundadas para ello en particular cuando la designación de un abogado de la matrícula se tornaría sumamente gravosa para el interés de la menor interesada, e incluso en muchos casos de imposible cumplimiento, en la medida en que el proceso carezca de contenido patrimonial o se encontrare el incapaz en una situación de pobreza que amerita dicho temperamento.

Lo cierto es que no obstante lo manifestado por el Tutor Público, no parece cierto que en la especie no exista conflicto alguno entre el interés de mi defendida y su progenitora, dada la posibilidad cierta de afrontar la deuda hipotecaria en una forma menos gravosa en detrimento del patrimonio de la menor según se manifiesta en autos.

En efecto, en autos resulta por demás evidente la necesidad de garantizar la adecuada defensa del interés de la menor citada, habida cuenta de la negligente actitud evidenciada por su progenitora que implica la existencia de intereses contrapuestos entre el representante individual de la misma y esta última.

Señalo entonces que la designación de un tutor especial procede en todos aquellos casos en que los intereses de los menores están en oposición a los de sus padres bajo cuyo poder se encuentren (conf. art. 397, inc. 1° Cód. Civil). No obstante no existe motivo valedero que permita dar carácter taxativo a la enunciación de los casos incluidos en el art. 397 (conf. Busso, Eduardo B., "Código...", ps. 955 y 956).

La petición de la Sra. Defensora de Menores en la anterior instancia se encuentra ampliamente justificada en la medida en que el Ministerio de Menores, aunque se refiere al interés particular de los individuos, aisladamente considerados, comprende en definitiva la suma de los intereses de la colectividad (CNCiv., sala D, 29-4-52, LA LEY, 66-643).

Así es frecuente que la designación sea necesaria para representar a un menor en juicio, hipótesis que incluye la previsión del art. 282, conforme a la cual si los padres niegan su consentimiento al hijo menor adulto para accionar contra un tercero, el juez podrá sustituir dicha autorización y designar un tutor especial que asuma la representación del incapaz (conf. Mazzinghi, Jorge Adolfo, "Derecho de Familia", t. 4, p. 511).

Ahora bien, la existencia de un bien inmueble en cabeza de mi representado implicaría que según lo expuesto, en principio tal designación resultaría improcedente, por lo cual a fin de salvaguardar debidamente los intereses de mi representada correspondería la designación de un abogado de la matrícula.

Empero en la especie, teniendo en consideración las características del bien inmueble en cuestión y asimismo las manifestaciones vertidas en forma personal por la progenitora de mi defendida en esta Defensoría de Menores de Cámara, entiendo que debe mantenerse por el momento la designación del Tutor Público, habida cuenta de que se evidenciara una actividad negligente por parte de la misma pero que en gran medida obedece a la grave situación económica por la que atraviesa el núcleo familiar en estos momentos.

Es así que en defensa del interés que represento solicito al Excmo. Tribunal que se desestimen las quejas vertidas en autos y se confirme el decisorio en crisis. - Septiembre 10 de 2003. - Alejandro C. Molina.

2ª Instancia. - Buenos Aires, noviembre 28 de 2003.

Considerando: Por los fundamentos vertidos por el defensor de menores de Cámara en su dictamen, a los cuales este Tribunal se remite por razones de brevedad, corresponde desestimar los agravios expresados a fs. 254/255.

Por lo expuesto, y de conformidad con lo dictaminado por el defensor de menores de Cámara, se resuelve: Confirmar la resolución de fs. 245. - Domingo A. Mercante. - Alberto J. Bueres. - Eduardo M. Martínez Alvarez.

